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VISITA CONYUGAL / CAMBIO DE RELACIÓN SENTIMENTAL / NUEVA REALIDAD / CONCEDE / CONFIRMA -  Indica la señora MAOM que se encuentra recluida en la Cárcel de Mujeres “La Badea”; que en dicho establecimiento ha ejercido su derecho a la visita conyugal, encontrándose autorizado para ello el señor BSPA; no obstante, a raíz de que terminó esa relación e inició una nueva con el señor JAOM, quien se encuentra recluido en un centro penitenciario, no se le ha permitido la visita conyugal con éste último.

Refiere que reportó la anterior situación ante el INPEC y ha solicitado en dos oportunidades le sea autorizada la visita íntima con el señor Ocampo Martínez, sin embargo, la entidad le ha negado el derecho, motivo por el cual impetró la presente acción constitucional.
(…)

Al respecto la entidad accionada sostiene que i) la autorización que precede a la petición de la actora respecto al cambio de pareja impide que se le permita la visita íntima con el señor Ocampo Martínez, ii) la petición de visita íntima debe realizarse ante el Director del Establecimiento Penitenciario y no ante esa entidad y iii) la demandante no ha adelantado el trámite que legalmente corresponde, para acceder a la visita íntima con el señor José Alirio Ocampo Martínez.

Frente a los argumentos expuestos por el INPEC, debe decirse que ninguno de ellos justifica la intromisión arbitraria y caprichosa de esa entidad para limitar las garantías fundamentales a la intimidad y el libre desarrollo de la personalidad de la señora Ortega Montoya, materializados en la visita íntima a la cual tiene derecho, por el sólo hecho de haber iniciado una relación sentimental con una persona diferente a la que inicialmente reportó para esos efectos.
(…)

Ahora, respecto al hecho de que no es de su competencia autorizar la visita íntima de la señora Ortega Montoya con el señor Ocampo Martínez y que aquélla no ha adelantado el trámite administrativo que corresponde, es un argumento que se cae por su propio peso, de acuerdo con las pruebas aportadas por el mismo INPEC, porque claramente se advierte a folio 12 del expediente que fue esa entidad la que expidió la Resolución No 873 de 14 de diciembre de 2017, por medio de la cual negó a la petición elevada en ese sentido; es más el mismo acto administrativo se profirió porque el trámite previo se encontraba satisfecho, es decir la reclusa había elevado la solicitud pertinente ante la Directora RM de Pereira y ésta a su vez, luego de adelantado el procedimiento que correspondía, mediante oficio NO 620-RMPEI-AJUR-3008 de 7 de septiembre de 2017, solicitó al INPEC la autorización y las ordenes necesarias para lograr el encuentro entre estas dos personas, tal como se consignó en la referida resolución.

Así mismo, se tiene que mediante comunicación de fecha 28 de septiembre de 2017, la demandante elevó una petición en igual sentido y en esta oportunidad mediante oficio 600-DIREG-JUASP-OFICIO-4112, se reiteró la negativa, trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos en este trámite.

En consideración con lo expuesto, advirtiendo que no existen razones para variar la decisión de primer grado, en el entendido que la entidad accionada se encuentra vulnerado los derechos fundamentales a la intimidad y el libre desarrollo de la personalidad de la tutelante al negarle, sin razón alguna, la visita íntima con su actual pareja, la decisión de primer grado será confirmanda.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, treinta de enero de dos mil dieciocho

Acta N° __ del 30 de enero de 2018

Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO contra la sentencia de 27 de noviembre de 2017 proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas mediante la cual se concedió la acción de tutela instaurada por la señora  MARÍA ALEJANDRA ORTEGA MONTOYA.
ANTECEDENTES

Indica la señora María Alejandra Ortega Montoya que se encuentra recluida en la Cárcel de Mujeres “La Badea”; que en dicho establecimiento ha ejercido su derecho a la visita conyugal, encontrándose autorizado para ello el señor Brayan Sneider Prada Agudelo; no obstante, a raíz de que terminó esa relación e inició una nueva con el señor José Alirio Ocampo Martínez, quien se encuentra recluido en un centro penitenciario, no se le ha permitido la visita conyugal con éste último.
Refiere que reportó la anterior situación ante el INPEC y ha solicitado en dos oportunidades le sea autorizada la visita íntima con el señor Ocampo Martínez, sin embargo, la entidad le ha negado el derecho, motivo por el cual impetró la presente acción constitucional.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas de esta ciudad, el cual, una vez admitida la acción concedió a la accionada el término de dos (2) días, para efectos del ejercicio del derecho de defensa. 

La dirección General del INPEC, adujo en su defensa, que las solicitudes de visita íntima elevadas por la actora fueron resueltas, encontrándose válidamente autorizado para ello, el señor Brayan Esneider Prada Escudero, según Resolución No 1118 de 2016; que respecto a la petición que en esos mismos términos elevó respecto al señor José Alirio –fls 57 a 59-, esta le fue negada debido a que quien se había registrado era el señor Prada Escudero.

Refiere que no es de su competencia la inscripción de la visita de las personas privadas de la libertad, dado que son aquéllas parejas privadas de la libertad  las que deben hacer la inscripción trimestral mediante el diligenciamiento preforma que debe ser radicada en la Dirección de cada Establecimiento de Reclusión para su actualización en el SISIPEC, conforme lo establecido por la Dirección General del INPEC.

Precisa  que de acuerdo con lo previsto en el “lineamiento visita íntima en ERON” –Establecimiento de Reclusión del Orden Nacional- del 13 de octubre de 2016,  dicho proceso debe surtirse al interior del penal, pues una vez se recopila la documentación correspondiente, le corresponde a la Subdirección Regional del establecimiento donde se encuentren la interna expedir el acto administrativo de autorización para el desplazamiento de ésta hasta el lugar de reclusión de su pareja, trámite que no ha sido adelantado por la accionante, siendo este más expedito que el mecanismo utilizado para solicitar el reconocimiento de sus derechos.
Finalmente, señala que no ha vulnerado las garantías fundamentales que se reprocha pues le corresponde a los establecimientos de reclusión de la cárcel de Armenia y Pereira “La Badea”, dar trámite conjunto a la solicitud de visita íntima de la señora Ortega Montoya y quien relaciona como visitante.

Llegado el día del fallo, la juez consideró que la accionada, al negar los encuentros conyugales de la actora y su pareja bajo el argumento de que otra persona fue autorizada para ello, vulneran su derecho fundamental a visita íntima, por lo tanto, ordenó a la accionada que en coordinación con la EPMSC de Armenia y RM de Pereira “La Badea” conceda las mismas, si a ello hay lugar.
La anterior decisión fue impugnada por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, con los mismos argumentos expuestos al momento de dar respuesta a la acción.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Se vulnera los derechos fundamentales de la actora, cuando se niega la visita conyugal por el hecho de haber registrado con anterioridad una pareja diferente a la actual?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. VISITAS ÍNTIMAS PARA LOS RECLUSOS
Dispone el artículo 112 de la Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 73 de la Ley 1709 de 2014, que “la visita íntima será regulada por el reglamento general, según principios de higiene y seguridad”. En desarrollo de dicha preceptiva esa norma, el Consejo Directivo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario, expidió el Acuerdo 011 de 1995, “Por el cual se expide el Reglamento General al cual se sujetarán los reglamentos internos de los Establecimientos Penitenciarios y Carcelarios”, cuyos artículos 29 y 30 señalan:

“Artículo. 29. Visitas íntimas - Previa solicitud del interno o interna al director del centro de reclusión se concederá a aquel una visita íntima al mes, siempre que se den los requisitos señalados en el artículo siguiente.
 
Art. 30. Requisitos para obtener el Permiso de Visita íntima.
 
1. Solicitud escrita del interno al director del establecimiento en el cual indique el nombre, número de cédula de ciudadanía y domicilio del cónyuge o compañero (a) permanente visitante.
 
2. Para personas sindicadas, autorización del juez o fiscal. En caso de que la visita íntima requiera de traslado de un interno a otro centro de reclusión donde se encuentre su cónyuge o compañero(a), se hará constar este permiso que concede la autoridad judicial. El director del establecimiento y el comandante de vigilancia dispondrán lo necesario para garantizar la seguridad en el traslado, siempre y cuando ello sea posible.

 
3. Para personas condenadas, autorización del director regional. 
 
En caso de que se requiera traslado de un interno a otro centro de reclusión el director regional podrá conceder este permiso, previo estudio de las circunstancias. El director del establecimiento y el comandante de vigilancia dispondrán lo necesario para garantizar la seguridad en el traslado.
 
4. El director de cada establecimiento verificará el estado civil de casado (a) o la condición de compañero (a) permanente del visitante”.
 

(…)

Art. 37. Suspensión de Visitas Íntimas. La visita íntima se suspenderá en los siguientes eventos:

1. Por incumplimiento en los requisitos de salubridad e higiene, previo concepto del médico oficial o del médico del establecimiento.

2. Cuando a juicio del cuerpo médico del centro de reclusión o en su defecto del médico oficial, sobreviniere enfermedad que haga prever contagio.

3. Cuando el interno cometa falta grave que dé lugar a sanción de supresión de visita o aislamiento.

4. Cuando para obtener este beneficio se utilicen engaños comprobados, sin perjuicio de la acción disciplinaria o penal a que haya lugar. 

Una vez desaparecida la causa de la suspensión, se restablecerá la visita.

2. DEL DERECHO A LA INTIMIDAD PERSONAL.

El artículo 15 de nuestra Constitución Política consagra los derechos a la intimidad, a la propia imagen y al buen nombre, como una de las principales manifestaciones de los derechos de la personalidad. 

En relación con el derecho a la intimidad, se tiene que éste se desarrolla en lo que comúnmente conocemos como “vida privada”, espacio donde es permitido actuar libremente, sin la intromisión arbitraria de las demás personas, pero siempre respetando las garantías ajenas y el ordenamiento jurídico.
En ese contexto, se tiene que tal garantía personalísima, solamente admite invasiones, intromisiones o limitaciones legítimas y justificadas constitucionalmente  y en el caso particular, es preciso traer a colación lo dispuesto por la Corte Constitucional en sentencia T-0686 de 2016, en la que señaló que dicha garantía se encuentra estrechamente relacionada con el derecho que tiene las personas privadas de la libertad de mantener vínculos emocionales, afectivos y sexuales con sus parejas, sin más restricciones que las que impongan alcanzar los fines del Estado, como la conservación del orden público, la reinserción social y protección al condenado. 

Frente a las facultades que tienen las autoridades carcelarias respecto a las limitaciones de tales garantías, más exactamente en lo atinente a la regulación del régimen de visitas, dijo esa Alta Magistratura en la misma providencia:
“En efecto, la relación de especial sujeción de los internos respecto a quienes están al frente de los centros carcelarios de materializa a través de procedimientos especia como los controles disciplinarios, administrativos especial y el régimen de visitas íntimas, que implican la posibilidad de limitar el ejercicio de derechos, incluso los fundamentales, es por ello que al momento de decidir las solicitudes de los reclusos se deben aplicar criterios de proporcionalidad y razonabilidad. De esta manera el Estado garantiza la eficacia de los derechos fundamentales que no han sido suspendidos a consecuencia de la privación de su libertad.

Respecto al régimen de visitas íntimas que le aplica los reclusos y los requisitos para concederlas, en la sentencia T-424 de 1992 se sostuvo que estas se erigen como un derecho fundamental a la intimidad al cual deben (sic) acceder ese grupo poblacional, dada la autonomía e independencia que conserva el recluso para elegir con quien comparte su vida íntima.  En los términos de la sentencia citada: “(…) la persona recluida conserva la libertada de escoger su pareja y de mantener relacionas sexuales, siempre y cuando cumpla con las exigencias de salubridad, orden y seguridad propias de los establecimientos carcelarios” 
3 - DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD
El derecho al libre desarrollo de la personalidad, busca como fin amparar y sustraer de la manipulación o disposición de terceros, aquellas características exteriores que conforman la identidad y la imagen que se desea proyectar; sin que necesariamente tal protección sea de carácter absoluto, pues su garantía puede ceder ante intereses superiores de la sociedad y el Estado, siempre y cuando la medida restrictiva persiga un objetivo constitucional superior al sacrificado. 
Como un aspecto determinante de esta garantía fundamental se encuentra el desarrollo de la sexualidad, el cual de manera alguna puede restringirse por el sólo hecho de perder la libertad en virtud a la comisión de un delito, antes, por el contrario, corresponde a las autoridades penitenciarias, respetar su orientación y contribuir positivamente a su ejercicio, permitiendo a los internos la libre escogencia de su pareja, como consecuencia de la autonomía, independencia y la autodeterminación como elementos esenciales de la esfera íntima de las personas, sin distinción alguna. 
Al respecto, la Corte Constitucional, en la sentencia en cita indicó:
“La realización personal de aquellos reclusos solteros o con uniones maritales involucra el derecho a elegir con quien relacionarse emocional y sexualmente como desarrollo claro de su derecho al libre desarrollo de la personalidad. Al respecto este Tribunal expresó:
“Tanto para aquellos reclusos que tengan conformada una familia como para los que no, el derecho a la visita íntima constituye un desarrollo claro del derecho al libre desarrollo de la personalidad contemplado en el artículo 16 de la Carta. Una de las facetas en las que se ve plasmado el derecho al libre desarrollo de la personalidad es la sexualidad del ser humano el cual debe verse de una manera integral teniendo en cuenta, por tanto, el aspecto corporal o físico”.
4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la actora solicita que se le permita la visita íntima con el señor José Alirio Ocampo Martínez, a pesar de que la persona que tiene la autorización del INPEC es Brayan Esneider Prada Escudero, quien fuera su compañero sentimental seis meses atrás.
Al respecto la entidad accionada sostiene que i) la autorización que precede a la petición de la actora respecto al cambio de pareja impide que se le permita la visita íntima con el señor Ocampo Martínez, ii) la petición de visita íntima debe realizarse ante el Director del Establecimiento Penitenciario y no ante esa entidad y iii) la demandante no ha adelantado el trámite que legalmente corresponde, para acceder a la visita íntima con el señor José Alirio Ocampo Martínez.
Frente a los argumentos expuestos por el INPEC, debe decirse que ninguno de ellos justifica la intromisión arbitraria y caprichosa de esa entidad para limitar las garantías fundamentales a la intimidad y el libre desarrollo de la personalidad de la señora Ortega Montoya, materializados en la visita íntima a la cual tiene derecho, por el sólo hecho de haber iniciado una relación sentimental con una persona diferente a la que inicialmente reportó para esos efectos.

Ciertamente, no discute la Sala que le asiste razón respecto a la obligación que tiene de velar por la unidad familiar y procurar mantener los lasos afectivos de las personas privadas de la libertad con sus parejas, tal como se lo manifiesta a la demandante en la comunicación de fecha 19 de octubre de 2017 –fl 12 vto y 13-, sin embargo, ese deber no puede entenderse como una facultad de restringir la libertad que tiene la interna de elegir con quien desea establecer una relación sentimental y sexual, máxime cuando tiene conocimiento de que el señor Brayan Esneider Prada Escudero recobró la libertad y que el vínculo afectivo que lo unía a la accionante finalizó, según se lo informó ésta.

Ahora, respecto al hecho de que no es de su competencia autorizar la visita íntima de la señora Ortega Montoya con el señor Ocampo Martínez y que aquélla no ha adelantado el trámite administrativo que corresponde, es un argumento que se cae por su propio peso, de acuerdo con las pruebas aportadas por el mismo INPEC, porque claramente se advierte a folio 12 del expediente que fue esa entidad la que expidió la Resolución No 873 de 14 de diciembre de 2017, por medio de la cual negó a la petición elevada en ese sentido; es más el mismo acto administrativo se profirió porque el trámite previo se encontraba satisfecho, es decir la reclusa había elevado la solicitud pertinente ante la Directora RM de Pereira y ésta a su vez, luego de adelantado el procedimiento que correspondía, mediante oficio NO 620-RMPEI-AJUR-3008 de 7 de septiembre de 2017, solicitó al INPEC la autorización y las ordenes necesarias para lograr el encuentro entre estas dos personas, tal como se consignó en la referida resolución.

Así mismo, se tiene que mediante comunicación de fecha 28 de septiembre de 2017, la demandante elevó una petición en igual sentido y en esta oportunidad mediante oficio 600-DIREG-JUASP-OFICIO-4112, se reiteró la negativa, trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos en este trámite.
En consideración con lo expuesto, advirtiendo que no existen razones para variar la decisión de primer grado, en el entendido que la entidad accionada se encuentra vulnerado los derechos fundamentales a la intimidad y el libre desarrollo de la personalidad de la tutelante al negarle, sin razón alguna, la visita íntima con su actual pareja, la decisión de primer grado será confirmanda.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 27 de noviembre de 2017.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
TERCERO: ENVÍAR, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
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